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Sobre: 

 
DAÑOS Y 
PERJUICIOS 

 

Panel integrado por su presidenta, la Juez García García, el Juez 
Hernández Sánchez y la Jueza Soroeta Kodesh. 

 
Hernández Sánchez, Juez Ponente 
 

RESOLUCIÓN 
 
En San Juan, Puerto Rico, a 26 de agosto de 2016. 

Comparece la Autoridad de Acueductos y Alcantarillados 

(AAA) y la aseguradora Triple S Propiedad, Inc. (Triple S), mediante 

una solicitud para que expidamos el auto de certiorari que 

presentaron en conjunto y revoquemos una resolución dictada por 

el Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan, el 25 de mayo 

de 2016 y notificada el 27 de ese mismo mes. En ese dictamen, el 

foro primario denegó una solicitud de sentencia sumaria 

presentada por las partes recurrentes y en la cual estas habían 

levantado la defensa de prescripción de la causa de acción.  

 Por los fundamentos que exponemos a continuación, 

expedimos el auto discrecional solicitado y confirmamos la 

resolución recurrida.  
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I 

 El 10 de abril de 2014, la señora Olga Tapia Rojas presentó 

una demanda contra el Municipio de San Juan, la AAA y su 

asegurado Triple S, entre otros codemandados. Según relató, el 30 

de septiembre de 2012 se cayó mientras caminaba por una acera 

de la Calle Alhambra, ubicada en Hato Rey. Específicamente, narró 

que su pierna cayó en un hueco provocado por un contador sin 

tapa ubicado en la esquina de la Calle Llorens y la Calle Alhambra.   

 Luego de varios trámites procesales, las recurrentes 

presentaron una moción de sentencia sumaria que fue denegada  

por el Tribunal mediante la resolución recurrida. Al así resolver, el 

Tribunal determinó que no había controversia sobre los siguientes 

hechos. 

 Mediante una carta fechada 26 de abril de 2013, la parte 

demandante informó a la AAA sobre la referida caída. Además, 

informó que se produjo a consecuencia de un contador de la AAA 

que no tenía tapa. Específicamente, la carta lee como sigue: 

En cumplimiento con lo dispuesto en el Artículo 15.003 
de la Ley Número 81 del 30 de agosto de 1991, le notifico 

que el pasado 10 de octubre de 2012 la Sra. Olga Tapias 
Rojas sufrió una aparatosa caída mientras caminaba por 

la calle Alhambra con la calle Llorens Torres en San 
Juan, Puerto Rico. La caída fue ocasionada por la falta 
de una tapa en un registro de acueductos y 

alcantarillados que estaba ubicado en la acera. (Énfasis 
nuestro). 
 

Como resultado de la caída, la Sra. Tapia sufrió traumas, 
golpes y laceraciones en la rodilla izquierda y brazo 

derecho que requirieron atención médica. Al día siguiente 
fue atendida por los traumas en rodilla izquierda y brazo 
izquierdo que provocó que la inmovilizaran, le dieran 

terapia y aún está en tratamiento de mediación oral y 
terapias. En el mes de mayo de 2013, la Sra. Tapias será 

operada de su rodilla.  
 
Por el momento, para sustentar su reclamación, la Sra. 

Tapias cuenta con su propio testimonio y las personas 
que la acompañaban el día del incidente.  
 

La Sra. Tapias ha sufrido daños físicos que aún no 
pueden ser estimados por encontrarse en tratamiento 

médico, ha incurrido en gastos médicos estimados en 
$1,000.00 aproximadamente hasta el presente los cuales 
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son responsabilidad del Municipio al no mantener las 
aceras en forma adecuada y libre de condiciones 

peligrosas. […].1 
  

 El 16 de mayo de 2013, la señora Noemí Cortés Irizarry, 

Subsecretaria Auxiliar de lo Civil del Departamento de Justicia, le 

envió una carta al ingeniero Alberto M. Lázaro Castro, Director 

Ejecutivo de la AAA. Mediante esa comunicación, solicitó que se 

investigara el accidente y se recopilara a la brevedad posible toda 

la información relacionada, de manera que fuera posible asumir 

una representación legal adecuada una vez recibieran la demanda.  

 El 27 de mayo de 2013 la licenciada Nilsa Hernández 

González, abogada de la recurrida, recibió una carta en la que la 

señora Anelle Ramos Reyes, Gerente de Seguros y Riesgos de la 

AAA, le informó lo siguiente:  

[...] Para comenzar con el trámite de investigación, 
necesitamos complete los documentos que se acompañan.  

 
Ver Hoja de Datos del Reclamante, favor de incluir los 
documentos solicitados y enviarlos a: Sra. Anabelle 

Ramos Reyes, Gerente de Seguros y Riesgos, Oficina de 
Reclamaciones, Piso 5. […] 

 
 En respuesta a la citada carta, la licenciada Nilsa Hernández 

remitió a la señora Anelle Ramos los documentos solicitados. 

Posteriormente, el 30 de diciembre de 2013, recibió una carta en la 

que la señora Elisa Álvarez, Ajustadora de Acosta Adjustment, Inc., 

acusó recibo de la carta del 28 de enero y de la evidencia médica.2 

Además, informó que estaba en espera de la investigación de la 

AAA para poder evaluar el caso en sus méritos. Por último, le instó 

a enviar cualquier otra evidencia médica que surgiera en el 

transcurso.   

 Mediante carta del 10 de marzo de 2014, la señora Elisa 

Álvarez, Ajustadora de Acosta Adjustment y designada por Triple S, 

cursó una carta a la representante legal de la señora Tapia en la 

                                                 
1 Carta del 29 de abril de 2013, a la pág. 1 del Apéndice del Escrito en 
Oposición. 
2 Acosta Adjustment es la representante designada de Triple S. 
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que le informó que aún no había recibido el informe del 

investigador sobre el lugar donde ocurrió el accidente. Tal y como 

lo solicitó, el 25 de marzo de 2014 la señora Tapia envió otros 

récords médicos. 

 El 22 de abril de 2014, el señor David Padró Justino, 

Ajustador del Departamento de Reclamaciones de Triple S, envió 

un documento relacionado a la reclamación del caso para ser 

cumplimentado por la señora Tapia.  

 La señora Tapia presentó la demanda el 10 de abril de 2014 

y emplazó a Seguros Triple S, Inc. y a la AAA. Según estimó 

probado el Tribunal, el emplazamiento fue diligenciado dentro del 

año siguiente a las reclamaciones extrajudiciales, por lo que 

concluyó que la causa de acción no estaba prescrita.  

 Inconforme con esa determinación, la AAA y Triple S 

presentaron la solicitud de auto de certiorari ante nuestra 

consideración e imputaron al foro primario la comisión del 

siguiente error: 

Erró el TPI al declarar no ha lugar la moción de sentencia 
sumaria presentada por las peticionarias fundada en la 

defensa de prescripción de la acción por entender el 
mismo que las comunicaciones extrajudiciales entre la 

AAA y la recurrida y entre la firma Acosta Adjustment, 
Inc., y la recurrida interrumpieron el término prescriptivo 
de un año que tenía esta última para ejercer las acciones 

en sus contras [sic]. 
 

II 

- A - 

En diversas ocasiones hemos reiterado que el auto de 

certiorari es un mecanismo de carácter discrecional que permite a 

un tribunal de mayor jerarquía revisar las determinaciones de un 

tribunal inferior. Pueblo v. Díaz de León, 176 D.P.R. 913, 917 

(2009). Sobre el particular, la Regla 52.1 de Procedimiento Civil de 

2009, 32 L.P.R.A. Ap. V, R. 52.1, dispone que:  

El recurso de certiorari para revisar resoluciones u 
órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de 
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Primera Instancia, solamente será expedido por el 
Tribunal de Apelaciones cuando se recurra de una 

resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 o de la 
denegatoria de una moción de carácter 

dispositivo. No obstante, y por excepción a lo 
dispuesto anteriormente, el Tribunal de Apelaciones 
podrá revisar órdenes o resoluciones interlocutorias 

dictadas por el Tribunal de Primera Instancia 
cuando se recurra de decisiones sobre la 
admisibilidad de testigos de hechos o peritos 

esenciales, asuntos relativos a privilegios 
evidenciaros, anotaciones de rebeldía, en casos de 

relaciones de familia, en casos que revistan interés 
público o en cualquier otra situación en la cual 
esperar a la apelación constituiría un fracaso 

irremediable de la justicia. Al denegar la expedición 
de un recurso de certiorari en estos casos, el 

Tribunal de Apelaciones no tiene que fundamentar 
su decisión. 
 

Cualquier otra resolución u orden interlocutoria 
expedida por el Tribunal de Primera Instancia 

podrá ser revisada en el recurso de apelación que 
se interponga contra la sentencia sujeto a lo 
dispuesto en la Regla 50 sobre los errores no 

perjudiciales. 
 
Así, la citada regla aclara las instancias en las que un 

recurso de certiorari puede ser acogido. Queda claro que para 

ejercer nuestra función revisora, el recurso debe figurar entre los 

asuntos mencionados en la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 

supra, pues la misma establece una lista taxativa. Por tal razón, 

debemos denegar de forma automática la expedición de recursos 

sobre materias ajenas a la Regla 52.1, supra. 

Debido a que la AAA y Triple S recurren de una orden en la 

que el Tribunal rechazó su solicitud de sentencia sumaria, 

constituye una denegatoria de una moción de carácter dispositivo 

y podría tener cabida bajo la citada Regla 52.1. Sin embargo, antes 

de determinar si procede expedir su recurso, también debemos 

realizar un segundo examen a la luz de los criterios de la Regla 40 

del Tribunal de Apelaciones, los cuales delimitan la discreción que 

se nos ha encomendado como foro revisor. Según la Regla 40, 

debemos evaluar: 
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A. Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 

contrarios a derecho. 
 

B. Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema. 

 

C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error 
craso y manifiesto en la apreciación de la prueba 
por el Tribunal de Primera Instancia. 

 
D. Si el asunto planteado exige consideración más 

detenida a la luz de los autos originales, los 
cuales deberán ser elevados, o de alegatos más 
elaborados. 

 
E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta 

el caso es la más propicia para su consideración. 
 
F. Si la expedición del auto o de la orden de 

mostrar causa no causan un fraccionamiento 
indebido del pleito y una dilación indeseable en 
la solución final del litigio. 

 
G. Si la expedición del auto o de la orden de 

mostrar causa evita un fracaso de la justicia. 4 
L.P.R.A. Ap. XXII-B, R. 40. 
 

 Luego de considerar la solicitud de los recurrentes a la luz de 

los mencionados criterios, nos parece propicio expedir el auto de 

certiorari, de manera que podamos resolver el planteamiento de 

prescripción y así facilitar la pronta continuación de los procesos 

en instancia.  

- B - 

 En diversas ocasiones hemos aclarado que la prescripción de 

las causas de acción es una institución del derecho sustantivo, no 

procesal, que está regulada por los Artículos 1840 a 1874 del 

Código Civil de Puerto Rico, 31 LPRA sec. 5261 a 5304. Olmo v. 

Young & Rubicam of P.R., Inc., 110 DPR 740, 742-743 (1981), 

según citado en  Sánchez v. Aut. de Puertos, 153 DPR 559, 567 

(2001).  

 El Artículo 1861 del Código Civil establece que las acciones 

prescriben por el mero lapso del tiempo fijado por ley. 31 L.P.R.A. 

sec. 5291. Las acciones de daños y perjuicios instadas bajo el 

Artículo 1802 del Código Civil, 31 L.P.R.A. sec. 5141, prescriben en 
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un año. Así lo dispone el Art. 1868 del Código Civil, 31 L.P.R.A. 

sec. 5298, que más adelante aclara que dicho plazo comienza a 

transcurrir desde el momento en que la persona agraviada adviene 

en conocimiento del daño. Claro está, ello implica saber también la 

identidad de quien lo provocó. Riley v. Rodríguez de Pacheco, 119 

D.P.R. 762, 775776 (1987); Rivera Encarnación v. E.L.A., 113 

D.P.R. 383, 385 (1982). 

 En Umpierre Biascochea v. Banco Popular, 170 DPR 205, 

211-213 (2007), el Tribunal Supremo expuso sobre las 

consideraciones de política pública que constituyen el fundamento 

para la prescripción de las causas de acción, como sigue:  

El propósito de la prescripción es fomentar el pronto 
reclamo de los derechos a la misma vez que se procura la 
tranquilidad del obligado frente a la eterna pendencia de 

una acción civil en su contra. La prescripción extintiva 
procura castigar la inercia en el ejercicio de los derechos, 

pues ello da lugar a una presunción legal de abandono, lo 
que conjuntamente con la exigencia de nuestro 
ordenamiento jurídico para eliminar la incertidumbre de 

las relaciones jurídicas, constituyen los basamentos de la 
prescripción extintiva. […] 

 
En nuestra jurisdicción, la prescripción constituye un 
derecho sustantivo […] que acarrea la desestimación de 

cualquier demanda presentada fuera del término 
establecido por ley. (Citas omitidas). 
 

Umpierre Biascochea v. Banco Popular, 170 DPR 205, 211-213 
(2007). 

 
  La defensa de la prescripción, al igual que las otras defensas 

contenidas en la Regla 6.3 de la Reglas de Procedimiento Civil, 32 

LPRA Ap. V, R. 6.3, deberá ser presentada al responder la 

demanda o se entenderá renunciada, salvo que se advenga en 

conocimiento durante el descubrimiento de prueba, en cuyo caso 

deberá hacerse la enmienda a la alegación pertinente.  

 El término prescriptivo se interrumpe por su ejercicio ante 

los tribunales, por reclamación extrajudicial o por reconocimiento 

de la deuda por parte del deudor. Art. 1873, Código Civil de Puerto 

Rico, supra. La interrupción por estos medios constituye la 
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“manifestación inequívoca de quien amenazado con la pérdida de 

su derecho, expresa su voluntad de no perderlo”. García Pérez v. 

Corp. Serv. Mujer, 174 DPR 138, 148 (2008). Una vez se interrumpe 

el término prescriptivo, comenzará a decursar de nuevo a partir de 

la fecha en  la que ocurrió el acto interruptor. Arce Buseta v. 

Motorola, 173 DPR 516, 537 (2008) citando a Sánchez v. Aut. de 

Puertos, supra. 

 La prescripción extintiva, tal y como lo advierte su nombre, 

constituye una forma de extinción de un derecho. Su propósito es 

fomentar el pronto reclamo de los derechos y procurar la 

tranquilidad del obligado frente a la eterna pendencia de una 

acción civil en su contra. De esta forma, se castiga la inercia en el 

ejercicio de los derechos y se elimina la incertidumbre de las 

relaciones jurídicas. SLG Serrano Báez v. Foot Locker 182 DPR 824, 

831 (2011); Ortiz v. PR Telephone, 162 DPR 715, 732, 733 (2004).  

 Por ser de especial importancia al caso de autos, conviene 

enfatizar que la interrupción de la prescripción extintiva mediante 

reclamación extrajudicial tiene el propósito de interrumpir el 

transcurso del término prescriptivo de las acciones; fomentar las 

transacciones extrajudiciales, y notificar, a grandes rasgos, la 

naturaleza de la reclamación. De León v. Caparra Center, 147 

D.P.R. 797 (1999), según citado en Sánchez v. Aut. de Puertos, 

supra, a la pág. 567.  

 Aunque no se requiere que tenga una forma específica, la 

jurisprudencia ha establecido que para que una reclamación 

extrajudicial interrumpa el término prescriptivo de una acción, se 

requiere (i) que sea oportuna, lo que significa que debe ser 

diligenciada antes de que termine el plazo prescriptivo de la acción; 

(ii) que quien reclame tenga legitimación para ello, es decir, que 

sea el titular del derecho o acción; (iii) que el medio sea idóneo y, 

por último (iv) que exista identidad entre el derecho reclamado y el 
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afectado por la prescripción. Galib Frangie v. El Vocero de P.R., 138 

D.P.R. 560, 568 (1995), según citado en Sánchez v. Aut. de Puertos, 

supra, a la pág. 567. En casos como el de autos, en que la 

reclamación se haga mediante carta, es esencial que el escrito (i) 

sea dirigido al deudor (ii) contenga los elementos necesarios para 

entablar la reclamación y (iii) requiera que el deudor adopte el 

comportamiento debido.  De León v. Caparra Center, 147 D.P.R. 

797, 806 (1999). 

III 

 Como único error, las recurrentes señalan que el Tribunal de 

Primera Instancia incidió al denegar su solicitud de sentencia 

sumaria y, por ende, al rechazar sus alegaciones de que la causa 

de acción estaba prescrita. Así, sostienen que las cartas que la 

señora Tapia Rojas cursó tanto a la AAA como a la firma Acosta 

Adjustment, Inc., representante de Triple S, no interrumpieron el 

término prescriptivo de un año.   

 Al sustentar el señalamiento de error, la AAA reconoce que 

recibió una carta fechada 26 de abril de 2013 y depositada en el 

correo el 1 de mayo de 2013. Sin embargo, insiste en que la misma 

no satisface los criterios que la jurisprudencia ha establecido que 

son esenciales para que una carta tenga el efecto de interrumpir la 

prescripción extintiva.  

 Consta entre los documentos ante nuestra consideración la 

carta fechada 23 de abril de 2013, enviada por la representante 

legal de la señora Tapia a la AAA. En ella, se le informó a esa 

agencia que la señora Tapia Rojas había sufrido una “aparatosa 

caída” debido a un registro o contador de acueductos y 

alcantarillados al que le faltaba la tapa. También se le informó 

sobre la magnitud de los daños sufridos y sobre la evidencia con la 

que cuenta para “sustentar su reclamación”.  
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 Tomando en cuenta que la caída que sufrió la señora Tapia 

ocurrió el 30 de septiembre de 2012, no nos queda duda de que la 

citada carta fue oportuna, ya que fue enviada antes de que se 

cumpliera el término de un año a partir del accidente. Segundo, no 

hay duda de que la señora Tapia estaba legitimada para instar la 

reclamación extrajudicial, pues es la titular del derecho que 

reclama. Por último, es un hecho que el medio fue idóneo, pues la 

AAA admite haber recibido la carta. Asimismo, tampoco debe haber 

dudas sobre la identidad entre el derecho reclamado y el afectado 

por la reclamación, ya que la señora Tapia asegura que la caída se 

produjo por un contador sin tapa, por lo que responsabiliza a la 

AAA. En síntesis, la carta que la señora Tapia envió el 1 de mayo 

de 2013 satisface todos los requisitos dispuestos por la ley y la 

jurisprudencia, por lo que concluimos que tuvo el efecto de 

interrumpir la prescripción extintiva de su causa de acción.  

 Además de lo anterior, la parte recurrente alega que la 

señora Tapia no cursó una reclamación extrajudicial contra Triple 

S. Al fundamentar tal alegación, admite el hecho de que la señora 

Tapia Rojas advino en conocimiento de Triple S era la aseguradora 

de la AAA el 30 de diciembre de 2013, mediante una carta que le 

cursó Acosta Adjustment. Sin embargo, alega si no se enteró antes 

de ese hecho, fue por su falta de diligencia. En la mencionada 

carta, la señora Nilsa Hernández comunicó lo siguiente a la 

representante legal de la señora Tapia: 

Hemos sido designados por nuestros principales, Triple S 

Propiedad, Inc., compañía aseguradora de la PR Acueduct 
& Sewer Authority, para realizar la investigación del caso 

de epígrafe.  
 
Incluimos el formulario de Autorización Médica, 

Suplemento Formulario Ley #18 y Hoja de Medicare, para 
que su cliente se sirva de firmar y devolver a nuestras 
oficinas.  

 
Agradeceremos nos suministre fotos del lugar, con puntos 

de referencia, copia del récord de Sala de Emergencia, nos 
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indique si su cliente ya concluyó el tratamiento médico y 
nos someta la evaluación médica adicional.  

 
Una vez concluyamos nuestra investigación, se reciba la 

evidencia requerida y tengamos el informe del asegurado, 
nos comunicaremos con usted para discutir el caso en 
sus méritos. […].3 

 

 Para discutir el argumento de las recurrentes, conviene 

enfatizar que la Regla 6.3 de Procedimiento Civil contiene una lista 

de defensas afirmativas que una parte está llamada a alegar al 

contestar una alegación so pena de que se entiendan renunciadas. 

Entre estas, figura la prescripción extintiva. La misma regla 

también dispone que las alegaciones deben redactarse de forma 

clara, expresa y específica o no surtirán efecto. Asimismo, la 

jurisprudencia en esta materia ha reiterado que tienen que estar 

acompañadas de los hechos que la sustentan. Dicho de otro modo, 

“si meramente se alega la defensa afirmativa, la alegación es 

insuficiente y se entiende que se renunció”. Presidential v. 

Transcaribe, 186 DPR 263, 280 (2012), que cita a 

R. Hernández Colón, Práctica jurídica de Puerto Rico: derecho 

procesal civil, 5ta ed., San Juan, LexisNexis de Puerto Rico, 2010, 

págs. 250–251. 

 Resaltamos que al contestar la demanda, Triple S se limitó a 

alegar, de manera escueta, que “la presente acción esta prescrita”, 

sin alusión particular a los hechos que sustentan tal alegación. De 

acuerdo a lo dispuesto en las Reglas de Procedimiento Civil, así 

como en la jurisprudencia citada, dicho lenguaje es insuficiente 

para que las defensas afirmativas surtan efectos, por lo que la 

alegación sobre prescripción se entiende renunciada.  

 Aparte de lo dicho, no está en controversia el hecho de que la 

señora Tapia advino en conocimiento de que Triple S es la 

aseguradora de la AAA el 30 de diciembre de 2014. Tampoco está 

                                                 
3
 Carta del 30 de diciembre de 2013, a la pág. 15 del Apéndice del Escrito en Oposición. 
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en controversia que la demanda fue presentada el 10 de mayo de 

2014, es decir, dentro del término de un año posterior a conocer la 

identidad de dicha parte codemandada. Por lo tanto, es forzoso 

concluir que la causa de acción en contra de Triple S no está 

prescrita.  

IV 

 Por los fundamentos antes expuestos, expedimos el auto de 

certiorari solicitado por la AAA y Triple S y confirmamos la 

resolución recurrida. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.  La Juez García García disiente.  Ella 

denegaría el recurso y su planteamiento en esta etapa. 

 

 
                                                  Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 

                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 

 
 


